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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
INTERVENTORÍA – Naturaleza – Actividad especializada – Artículo 83 de la Ley 1474 de 2011

El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 define la interventoría como el seguimiento que sobre la ejecución contractual realiza una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la entidad estatal, y la hace exigible cuando el seguimiento del contrato suponga conocimiento especializado en la materia o cuando la complejidad o la extensión del contrato lo justifiquen. Esta Subdirección ha caracterizado la figura señalando que se trata de un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados, y que por esa razón la entidad contrata a un experto, por regla general mediante concurso de méritos, al tratarse de una especie del contrato de consultoría.

INTERVENTORÍA – Conocimiento especializado – Contenido – Seguimiento técnico y demás componentes

El conocimiento especializado que la interventoría demanda se determina por el objeto del contrato vigilado. A la interventoría le es inherente el seguimiento técnico sobre la correcta ejecución del contrato, y el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el respectivo contrato se pacten además obligaciones de seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. Cuando no se encomienda al interventor el seguimiento total, el contrato debe indicar las actividades técnicas a su cargo, y las restantes quedan a cargo de la entidad a través del supervisor.

INTERVENTORÍA – Ausencia de exigencia legal de un nivel profesional determinado

Las normas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y sus disposiciones complementarias exigen conocimiento especializado e idoneidad, sin fijar el nivel de formación ni el título que debe acreditar quien ejerce la interventoría. Esta Subdirección ha constatado que no existe una disposición de carácter general que establezca un listado único y obligatorio de profesionales aplicable a todos los contratos de obra pública, y ha precisado que la determinación del equipo comprende a los profesionales, técnicos y demás personal de apoyo que el proyecto requiera.

PERFIL DEL INTERVENTOR – Determinación en la planeación – Competencia de la entidad

Corresponde a la entidad estatal determinar, en los estudios y documentos previos, el personal mínimo requerido para la adecuada ejecución del contrato, considerando el objeto contractual, la complejidad técnica del proyecto, la magnitud física de la obra, los riesgos asociados, el plazo y las especialidades requeridas, con exigencias objetivas, razonables y proporcionales. Esa determinación constituye una decisión propia de la planeación técnica y financiera de la entidad, debe quedar soportada en los estudios previos y no puede traducirse en restricciones injustificadas a la libre concurrencia.

DOCUMENTOS TIPO DE INTERVENTORÍA – Matriz 4 – Configuración de los perfiles por la entidad

En los procesos regidos por documentos tipo la determinación del perfil se realiza conforme a sus reglas. El documento base identifica el personal clave evaluable —Director de Interventoría, Residente de Interventoría, Especialista Principal del Proyecto y, según el sector, Coordinador de Interventoría— y remite a la “Matriz 4 – Lineamientos de requisitos del personal”. Conforme a esos lineamientos, la entidad contratante puede configurar libremente los perfiles exigidos, solicitando tanto el título profesional y de posgrado como la experiencia general y específica, pues los títulos no vienen predeterminados en el documento base ni en la matriz, que reservan a la entidad las casillas correspondientes.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Interventoría – Literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003

El literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003 enuncia entre las actividades que constituyen ejercicio de la ingeniería los estudios, la planeación, el diseño, el cálculo, la programación, la asesoría, la consultoría, la interventoría, la construcción, el mantenimiento y la administración de construcciones de edificios y viviendas de toda índole y de obras de infraestructura para el servicio de la comunidad. La interventoría de obras de esa naturaleza queda comprendida, por disposición legal, en el ámbito del ejercicio profesional de la ingeniería.

EJERCICIO DE LA INGENIERÍA – Modalidades – Profesión, profesiones afines y profesiones auxiliares

La Ley 842 de 2003 distingue tres modalidades. El artículo 2 define el ejercicio profesional de la ingeniería. El artículo 4 define las profesiones afines como aquellas del nivel profesional cuyo ejercicio se desarrolla en actividades relacionadas con la ingeniería o cuyo campo ocupacional es conexo a ella, entre las que menciona la administración de obras civiles. El artículo 3 define las profesiones auxiliares como las actividades que se ejercen en nivel medio, como auxiliares de los ingenieros, amparadas por título académico de formación técnica y tecnológica profesional, y enuncia entre ellas a los técnicos y tecnólogos en obras civiles. Esta Subdirección ha señalado que la obra civil supone como mínimo el ejercicio de la ingeniería, de sus profesiones auxiliares o afines.

REGISTRO PROFESIONAL – Artículo 6 de la Ley 842 de 2003 – Acreditación por modalidad

El ejercicio de la ingeniería, de sus profesiones afines y de sus profesiones auxiliares requiere estar matriculado o inscrito en el Registro Profesional respectivo, que administra el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería. Ese Consejo expide las tarjetas de matrícula y los certificados de inscripción a los ingenieros, profesionales afines y profesionales auxiliares de la ingeniería, respectivamente, de manera que cada modalidad obtiene el documento que corresponde a su propia habilitación. Quien contrate servicios de ingeniería puede solicitar al Consejo el certificado de vigencia para verificar la habilitación.

COMPETENCIA – Atribuciones de cada modalidad – Consejo Profesional Nacional de Ingeniería

La determinación de las atribuciones específicas que corresponden a cada modalidad del ejercicio de la ingeniería compete al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, que administra el Registro Profesional, expide los certificados de vigencia y denuncia el ejercicio ilegal de la profesión. Esta Subdirección ha indicado que, cuando la normatividad aplicable al ejercicio de determinada actividad exija matrícula, licencia, tarjeta profesional o documento equivalente, la entidad podrá requerir su acreditación de conformidad con la regulación correspondiente.
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Estimado señor Sánchez:

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente –, en ejercicio de las competencias otorgadas por el numeral 5 del artículo 3 y el numeral 8 del artículo 11 del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, responde su solicitud del 9 de septiembre de 2026, en la que plantea el siguiente interrogante:

“Se solicita emitir concepto técnico-jurídico sobre si un Tecnólogo en Obras Civiles (profesión auxiliar bajo la Ley 842 de 2003) se encuentra legal y facultativamente habilitado para desempeñarse como Interventor Titular y suscribir con su firma actas de avance, modificaciones, aprobaciones técnicas y acta de liquidación en un contrato de obra/interventoría de $1.300 millones, o si dichas funciones están reservadas de manera exclusiva a profesionales universitarios con título de Ingeniero Civil o Arquitecto”.

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario, que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales, ni a determinar grados de responsabilidad por las actuaciones de los diferentes participes del sistema de compra pública.
Conforme lo expuesto, en aras de satisfacer el derecho fundamental de petición se resolverá su consulta dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción de las circunstancias particulares y concretas mencionadas en su petición, pero haciendo unas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con los problemas jurídicos de su consulta.
En aplicación de ese límite, la respuesta se circunscribe a las normas del sistema de compras y contratación pública que regulan la interventoría y la determinación de los requisitos del personal. La consulta incorpora además un componente que pertenece al régimen del ejercicio profesional, consistente en establecer qué atribuciones corresponden a cada una de las modalidades que la Ley 842 de 2003 distingue y si una titulación determinada habilita a su titular para desarrollar una actividad específica. Ese componente compete al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, autoridad que administra el Registro Profesional, expide los certificados de vigencia y denuncia el ejercicio ilegal de la profesión.

1. Problemas planteados:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, y abstrayendo de ella los problemas jurídicos generales que la comprenden, la Agencia procede a resolver: i) ¿Cuál es el alcance de la interventoría como actividad especializada en los términos del artículo 83 de la Ley 1474 de 2011?, ii)¿Establecen las normas generales de contratación estatal un nivel de formación o título profesional determinado para ejercer la interventoría y qué criterios debe observar la entidad al estructurar los perfiles requeridos para su ejecución?, iii) ¿Qué alcance tiene la calificación de la interventoría como actividad del ejercicio de la ingeniería y qué autoridad define las atribuciones de cada una de las modalidades que la Ley 842 de 2003 distingue?

2. Respuestas:

	i) La interventoría es una actividad especializada, y esa calificación proviene de la ley. El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 la define como el seguimiento que sobre la ejecución contractual realiza “una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal”, y la hace exigible cuando el seguimiento del contrato “suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifique”. Para los contratos de obra adjudicados mediante licitación pública la interventoría es obligatoria por disposición del numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993[footnoteRef:1]. [1:  Ley 1474 de 2011, artículo 83; Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1294 de 2026, C-1262 de 2026 y C-972 de 2024.] 

Esta Subdirección ha desarrollado el contenido de esa calificación. Se ha señalado que la interventoría “es un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados”, y que “por lo anterior, la entidad contrata un experto, por regla general, mediante la modalidad de selección de concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría”. La especialización opera, en consecuencia, como el elemento que justifica acudir a un tercero experto y que explica la modalidad de selección aplicable[footnoteRef:2]. [2:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 2, inciso 2; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.3.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1294 de 2026 y C-1262 de 2026.] 

El contenido concreto del conocimiento especializado lo determina el objeto del contrato vigilado. A la interventoría le es inherente el seguimiento técnico sobre la correcta ejecución del contrato, y el artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 permite que en el contrato de interventoría se pacten también obligaciones de seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. Cuando no se encomienda al interventor el seguimiento total, el contrato debe indicar las actividades técnicas a su cargo, y las demás quedan a cargo de la entidad a través del supervisor[footnoteRef:3]. [3:  Ley 1474 de 2011, artículo 83, incisos primero y cuarto. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1294 de 2026 y C-1262 de 2026.] 

ii) Las normas de la contratación estatal exigen conocimiento especializado e idoneidad, y no fijan el nivel de formación ni el título que debe acreditar quien ejerce la interventoría. El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 identifica al interventor por su posición contractual y por la especialidad que el seguimiento demanda. Esta Subdirección ha constatado, en el mismo sentido, que “no existe una disposición de carácter general que establezca un listado único y obligatorio de profesionales aplicable a todos los contratos de obra pública”[footnoteRef:4]. [4:  Ley 1474 de 2011, artículo 83. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026.] 

En ausencia de una regla general de contratación estatal que imponga un único título o nivel de formación para toda interventoría, corresponde a la entidad estructurar los perfiles requeridos conforme a la naturaleza, complejidad, alcance y necesidades del contrato, respetando en todo caso las disposiciones especiales que regulen el ejercicio de las profesiones u ocupaciones involucradas.. En aplicación de los principios de planeación, responsabilidad y selección objetiva, compete a cada entidad establecer en los estudios y documentos previos el personal mínimo requerido, considerando “el objeto contractual, la complejidad técnica del proyecto, la magnitud física de la obra, los riesgos asociados a la ejecución, el plazo contractual y las especialidades profesionales requeridas”, con requisitos “objetivos, razonables y proporcionales al objeto contractual”. El artículo 2.2.1.1.1.6.2 del Decreto 1082 de 2015 ordena fijar los requisitos habilitantes de manera adecuada y proporcional[footnoteRef:5]. [5:  Ley 1150 de 2007, artículo 5; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.6.2. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-012 de 2026.] 

Esa determinación comprende tanto personal profesional como personal de otros niveles. Esta Subdirección ha señalado que “la determinación de los profesionales, técnicos y demás personal de apoyo que integrarán el equipo requerido para la ejecución del contrato deberá responder a las necesidades reales del proyecto”, y ha indicado que el personal requerido “puede corresponder tanto a personal operacional como a personal profesional”. La entidad define cada perfil en función de las actividades que ese perfil va a desarrollar dentro del proyecto[footnoteRef:6]. [6:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-1020 de 2026.] 

Sin embargo, esa potestad tiene dos límites. El primero consiste en que las exigencias deben encontrarse justificadas en los estudios previos, guardar relación con el objeto contractual y atender criterios de razonabilidad y proporcionalidad, “sin que puedan traducirse en restricciones injustificadas a la libre concurrencia de oferentes”. El segundo consiste en que, “cuando la normatividad aplicable al ejercicio de determinada actividad exija matrícula, licencia, tarjeta profesional o documento equivalente, la Entidad podrá requerir su acreditación de conformidad con la regulación correspondiente”[footnoteRef:7]. [7:  Ley 80 de 1993, artículos 24, numeral 5, y 29; Ley 1150 de 2007, artículo 5. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026.] 

iii) La interventoría de obra está enunciada en la ley entre las actividades que constituyen ejercicio de la ingeniería. El literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003 relaciona entre ellas “los estudios, la planeación, el diseño, el cálculo, la programación, la asesoría, la consultoría, la interventoría, la construcción, el mantenimiento y la administración de construcciones de edificios y viviendas de toda índole, de puentes, presas, muelles, canales, puertos, carreteras, vías urbanas y rurales […] y en general todas aquellas obras de infraestructura para el servicio de la comunidad”[footnoteRef:8]. [8:  Ley 842 de 2003, artículo 2, literal a). AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-167 de 2022, C-1064 de 2025 y C-1214 de 2026.] 

La misma ley distingue tres modalidades dentro de ese ámbito. El artículo 2 define el ejercicio profesional de la ingeniería. El artículo 4 define las profesiones afines como aquellas “del nivel profesional” cuyo ejercicio se desarrolla en actividades relacionadas con la ingeniería o cuyo campo ocupacional es conexo a ella, y menciona entre ellas la administración de obras civiles. El artículo 3 define las profesiones auxiliares como “las actividades que se ejercen en nivel medio, como auxiliares de los ingenieros, amparadas por un título académico en las modalidades educativas de formación técnica y tecnológica profesional”, y enuncia entre ellas a los “técnicos y tecnólogos en obras civiles”[footnoteRef:9]. [9:  Ley 842 de 2003, artículos 2, 3 y 4. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1214 de 2026, conforme al cual “mientras que el artículo 3 ibidem cataloga a los técnicos y tecnólogos en obras civiles como profesiones auxiliares, el artículo 4 ibidem establece como afín la administración de obras civiles”.] 

Las tres modalidades concurren en la ejecución de los proyectos de obra. Esta Subdirección ha señalado que la obra civil “generalmente supone como mínimo el ejercicio de la ingeniería, de sus profesiones auxiliares o afines”. El artículo 6 de la Ley 842 de 2003 exige a las tres estar matriculadas o inscritas en el Registro Profesional, y el literal c) del artículo 26 atribuye al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería la expedición de las tarjetas de matrícula y los certificados de inscripción “a los ingenieros, profesionales afines y profesionales auxiliares de la ingeniería, respectivamente”, de modo que cada modalidad obtiene el documento correspondiente a su propia habilitación[footnoteRef:10]. [10:  Ley 842 de 2003, artículos 6 y 26, literal c). AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1214 de 2026 y C-1064 de 2025.] 

La determinación de las atribuciones propias de cada modalidad compete al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería. A esa autoridad corresponde administrar el Registro Profesional, expedir los certificados de vigencia que permiten a los contratantes verificar la habilitación de una persona y denunciar el ejercicio ilegal de la profesión. La entidad contratante aplica ese régimen al verificar los requisitos que haya establecido, y puede acudir al certificado de vigencia para ese efecto. En consecuencia, establecer si la titulación de tecnólogo en obras civiles habilita a su titular para asumir la interventoría de un contrato determinado es cuestión que resuelve ese Consejo[footnoteRef:11]. [11:  Ley 842 de 2003, artículos 6, 21 y 26. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-1064 de 2025.] 

Por último, las actas de avance, de modificación, de aprobación técnica y de liquidación son documentos del respectivo contrato, y su suscripción corresponde a quien ostente la representación del interventor conforme al contrato de interventoría y a las reglas del proceso de contratación. El régimen profesional opera sobre las actividades que esos documentos reflejan, de manera que quien emite los juicios técnicos incorporados en ellos debe contar con la habilitación que ese régimen exige para la actividad de que se trate, cuya verificación compete a la entidad contratante con el apoyo del certificado de vigencia[footnoteRef:12].  [12:  Ley 80 de 1993, artículos 60 y 61; Ley 1150 de 2007, artículo 11; Ley 1474 de 2011, artículo 84. Ley 842 de 2003, artículos 2 —literal a)—, 6 y 26.] 
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3. Razones de las respuestas:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones:

i) El artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 regula la vigilancia de la ejecución contractual y dispone en su inciso primero que las entidades estatales están obligadas a vigilar permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o de un interventor, según corresponda. En el mismo inciso define la interventoría como el seguimiento técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice “una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la Entidad Estatal”, en dos supuestos: cuando así lo establezca la ley y cuando el seguimiento del contrato “suponga conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del mismo lo justifique”[footnoteRef:13]. [13:  Ley 1474 de 2011, artículo 83, inciso primero.] 


La ley establece además un supuesto de obligatoriedad. El numeral 1 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 exige interventoría en los contratos de obra celebrados como resultado de un proceso de licitación pública. En los demás casos la procedencia de la interventoría depende del análisis que la entidad realice sobre la necesidad y la extensión de la vigilancia, conforme a los criterios del artículo 83[footnoteRef:14]. [14:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 1; Ley 1474 de 2011, artículo 83. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1294 de 2026 y C-972 de 2024.] 


Esta Subdirección ha sistematizado las características de la figura. Entre ellas destaca que la interventoría “es un mecanismo de vigilancia que exige, en su ejecución, la utilización de conocimientos especializados”, y que “por lo anterior, la entidad contrata un experto, por regla general, mediante la modalidad de selección de concurso de méritos, al tratarse la interventoría de una especie del contrato de consultoría”. La especialización constituye, entonces, el fundamento de la figura y la razón de la modalidad de selección que le corresponde[footnoteRef:15]. [15:  Ley 80 de 1993, artículo 32, numeral 2, inciso 2; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.2.1.3.1. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1294 de 2026 y C-1262 de 2026.] 


El alcance del seguimiento también proviene de la ley. A la interventoría le es inherente el seguimiento técnico sobre la correcta ejecución del contrato vigilado, y el artículo 83 permite que en el contrato de interventoría se pacten obligaciones para que el contratista realice además el seguimiento administrativo, financiero, contable o jurídico. Cuando no se encomienda el seguimiento total, el contrato de interventoría “deberá indicar las actividades técnicas a cargo del interventor y las demás quedarán a cargo de la Entidad a través del supervisor”[footnoteRef:16]. [16:  Ley 1474 de 2011, artículo 83, incisos primero y cuarto. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1294 de 2026.] 


De lo anterior se obtiene el primer criterio aplicable al caso. La especialidad que la ley exige se define por relación con la materia del contrato vigilado, lo que significa que el conocimiento especializado de una interventoría de obra civil difiere del que demanda una interventoría de un contrato de suministro, de consultoría o de prestación de servicios. La identificación de ese conocimiento forma parte del análisis que la entidad realiza al estructurar el proceso[footnoteRef:17]. [17:  Ley 1474 de 2011, artículo 83. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1262 de 2026.] 


ii) El segundo problema atiende a quién fija el nivel de formación exigible. La lectura del artículo 83 de la Ley 1474 de 2011 muestra que la norma identifica al interventor por su posición —una persona natural o jurídica contratada para tal fin por la entidad— y por la especialidad que el seguimiento demanda, sin referirse al título académico ni al nivel de formación de quien desarrolla la actividad[footnoteRef:18]. [18:  Ley 1474 de 2011, artículo 83.] 


La misma constatación aparece en la doctrina de esta Subdirección respecto del personal de los contratos de obra. Al resolver si existe un conjunto predeterminado de profesionales exigible en todos los casos, se concluyó que “no existe una disposición de carácter general que establezca un listado único y obligatorio de profesionales aplicable a todos los contratos de obra pública”[footnoteRef:19]. [19:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026.] 


La competencia para fijar esos requisitos radica en la entidad contratante y se ejerce durante la planeación. En aplicación de los principios de planeación, responsabilidad y selección objetiva, “corresponde a cada entidad estatal determinar, en los estudios y documentos previos, el personal mínimo requerido para la adecuada ejecución del contrato, para lo cual deberá realizar el cálculo presupuestal necesario y considerar variables tales como el objeto contractual, la complejidad técnica del proyecto, la magnitud física de la obra, los riesgos asociados a la ejecución, el plazo contractual y las especialidades profesionales requeridas”[footnoteRef:20]. [20:  Ley 1150 de 2007, artículo 5; Decreto 1082 de 2015, artículo 2.2.1.1.1.6.2. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-012 de 2026.] 


El mismo pronunciamiento precisa el objeto de esa decisión: “la definición del equipo técnico requerido constituye una decisión propia de la planeación técnica y financiera de la Entidad contratante, que deberá encontrarse debidamente soportada en los estudios y documentos previos y guardar una relación directa y proporcional con el objeto contractual”. Y delimita su cobertura al indicar que comprende “los profesionales, técnicos y demás personal de apoyo que integrarán el equipo requerido para la ejecución del contrato”[footnoteRef:21]. [21:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026.] 


En el mismo sentido se ha señalado que los documentos tipo reconocen que el personal requerido para la ejecución del contrato “puede corresponder tanto a personal operacional como a personal profesional”, y que la entidad debe definir los requisitos del personal de acuerdo con las necesidades particulares del proyecto, sin que los instrumentos estandarizados impongan de manera obligatoria e invariable determinados perfiles profesionales[footnoteRef:22]. [22:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1020 de 2026.] 


El mismo concepto precisa el fundamento de esa libertad de configuración: “la entidad estatal contratante tiene la potestad discrecional de definir la conformación del personal clave evaluable, de acuerdo con las particularidades del objeto a contratar”, y la definición “dependerá de las necesidades del objeto contractual, según lo establezca la entidad en la etapa de planeación a su cargo, la cual debe justificar y soportar la estructuración del proceso de selección del futuro interventor del contrato de obra”[footnoteRef:23]. [23:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-020 de 2026.] 


Esa potestad encuentra dos límites. El primero atañe a la proporcionalidad: las exigencias “deberán encontrarse debidamente justificadas en los estudios previos, guardar relación con el objeto contractual y atender criterios de razonabilidad y proporcionalidad, sin que puedan traducirse en restricciones injustificadas a la libre concurrencia de oferentes”. En los documentos tipo opera, adicionalmente, la prohibición de exigir títulos de posgrado particulares en atención a su nivel académico[footnoteRef:24]. [24:  Ley 80 de 1993, artículos 24, numeral 5, y 29; Ley 1150 de 2007, artículo 5. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-020 de 2026.] 


El segundo límite consiste en la remisión al régimen del ejercicio profesional. Esta Subdirección ha indicado que “cuando la normatividad aplicable al ejercicio de determinada actividad exija matrícula, licencia, tarjeta profesional o documento equivalente, la Entidad podrá requerir su acreditación de conformidad con la regulación correspondiente”. La entidad configura el perfil dentro del marco que ese régimen establece para la actividad de que se trate[footnoteRef:25]. [25:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026. Ley 842 de 2003, artículo 6.] 


iii) El tercer problema conduce al régimen del ejercicio profesional al que remiten las normas de contratación. El literal a) del artículo 2 de la Ley 842 de 2003 enumera las actividades que constituyen ejercicio de la ingeniería en los siguientes términos:

“Los estudios, la planeación, el diseño, el cálculo, la programación, la asesoría, la consultoría, la interventoría, la construcción, el mantenimiento y la administración de construcciones de edificios y viviendas de toda índole, de puentes, presas, muelles, canales, puertos, carreteras, vías urbanas y rurales, aeropuertos, ferrocarriles, teleféricos, acueductos, alcantarillados, riesgos, drenajes y pavimentos; oleoductos, gasoductos, poliductos y en general líneas de conducción y transporte de hidrocarburos; líneas de transmisión eléctrica y en general todas aquellas obras de infraestructura para el servicio de la comunidad”[footnoteRef:26]. [26:  Ley 842 de 2003, artículo 2, literal a).] 


Dentro de ese ámbito la ley distingue tres modalidades. El ejercicio profesional de la ingeniería, regulado en el artículo 2. Las profesiones afines, que el artículo 4 define como aquellas “que siendo del nivel profesional, su ejercicio se desarrolla en actividades relacionadas con la ingeniería en cualquiera de sus áreas, o cuyo campo ocupacional es conexo a la ingeniería”, entre las que menciona la administración de obras civiles y la construcción en ingeniería y arquitectura. Y las profesiones auxiliares, que el artículo 3 define como “aquellas actividades que se ejercen en nivel medio, como auxiliares de los ingenieros, amparadas por un título académico en las modalidades educativas de formación técnica y tecnológica profesional”, enunciando entre ellas a los “técnicos y tecnólogos en obras civiles”[footnoteRef:27]. [27:  Ley 842 de 2003, artículos 2, 3 y 4.] 


Esta Subdirección ha recogido esa clasificación al examinar la noción de obra civil. Señaló que la obra civil “generalmente supone como mínimo el ejercicio de la ingeniería, de sus profesiones auxiliares o afines”, y precisó que “mientras que el artículo 3 ibidem cataloga a los técnicos y tecnólogos en obras civiles como profesiones auxiliares, el artículo 4 ibidem establece como afín la administración de obras civiles”. Las tres modalidades concurren, por tanto, en la ejecución de los proyectos de obra[footnoteRef:28]. [28:  AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1214 de 2026.] 


El artículo 6 de la Ley 842 de 2003 somete a las tres modalidades a una misma exigencia de registro: para ejercer la ingeniería, sus profesiones afines o sus profesiones auxiliares se requiere estar matriculado o inscrito en el Registro Profesional respectivo, que administra el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, lo que se acredita con la tarjeta o el documento que este adopte. La misma norma prevé que los contratantes del sector público o privado puedan solicitar al Consejo el certificado de vigencia cuando pretendan verificar si una persona se encuentra legalmente habilitada para ejercer[footnoteRef:29]. [29:  Ley 842 de 2003, artículo 6. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-1153 de 2026 y C-1064 de 2025.] 


El registro se expide, sin embargo, de manera diferenciada. El literal c) del artículo 26 atribuye al Consejo la función de “Expedir las tarjetas de matrícula, de certificados de inscripción profesional y de certificado de matrícula a los ingenieros, profesionales afines y profesionales auxiliares de la ingeniería, respectivamente”. El adverbio final indica que cada modalidad obtiene el documento correspondiente a su propia habilitación, de modo que la inscripción acredita el ejercicio dentro del ámbito que a cada una corresponde[footnoteRef:30]. [30:  Ley 842 de 2003, artículo 26, literal c). AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1064 de 2025.] 


Determinar cuál es ese ámbito en cada caso compete al Consejo Profesional Nacional de Ingeniería. A esa autoridad corresponde administrar el Registro Profesional, expedir los certificados de vigencia y denunciar el ejercicio ilegal de la profesión, funciones que suponen la facultad de establecer qué actividades quedan comprendidas en la habilitación de cada modalidad. Esta Agencia carece de competencia para definir ese alcance, y lo que le corresponde es señalar que la entidad contratante debe exigir y verificar la habilitación que el régimen profesional imponga para la actividad contratada[footnoteRef:31]. [31:  Ley 842 de 2003, artículos 6, 21 y 26. AGENCIA NACIONAL DE CONTRATACIÓN PÚBLICA – COLOMBIA COMPRA EFICIENTE. Subdirección de Gestión Contractual. Concepto C-1153 de 2026.] 


Resta la suscripción de actas, que la consulta menciona. Las actas de avance, de modificación, de aprobación técnica y de liquidación son documentos del respectivo contrato, y su suscripción corresponde a quien ostente la representación del interventor conforme al contrato de interventoría y a las reglas del proceso de contratación. El régimen profesional opera sobre las actividades que esos documentos reflejan: la aprobación técnica de una obra, la certificación de su avance o la constancia de su estado final incorporan juicios propios de la actividad vigilada, y quien los emite debe contar con la habilitación que ese régimen exija para ella[footnoteRef:32]. [32:  Ley 80 de 1993, artículos 60 y 61; Ley 1150 de 2007, artículo 11; Ley 1474 de 2011, artículo 84. Ley 842 de 2003, artículos 2 —literal a)—, 6 y 26.] 


Se reitera, para cerrar, que esta Agencia no determina si una persona se encuentra habilitada para ejercer una profesión ni califica la situación particular descrita en la consulta; que la verificación de los requisitos corresponde a la entidad contratante en el caso concreto, con el apoyo del certificado de vigencia que expide el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería; y que la definición de las atribuciones propias de cada modalidad del ejercicio de la ingeniería compete a ese Consejo, a quien puede dirigirse para obtener un pronunciamiento sobre el alcance de su titulación[footnoteRef:33]. [33:  Ley 842 de 2003, artículos 6, 21 y 26. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015.] 


4. Referencias normativas, jurisprudenciales y otras fuentes 

	· Normativa: Constitución Política, artículos 23 y 26. Ley 80 de 1993, artículos 24 —numeral 5—, 29, 32 —numerales 1 y 2—, 60 y 61. Ley 842 de 2003, artículos 2 —literal a)—, 3, 4, 6, 20, 21 y 26 —literal c)—. Ley 1150 de 2007, artículos 5 y 11. Ley 1437 de 2011, artículo 28, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. Ley 1474 de 2011, artículos 83 y 84. Ley 2022 de 2020, artículo 1. Decreto Ley 4170 de 2011, artículos 3 —numeral 5— y 11 —numeral 8—. Decreto 1082 de 2015, artículos 2.2.1.1.1.6.2 y 2.2.1.2.1.3.1. Resolución 469 de 2025 de la ANCP-CCE.
· Documentos de la ANCP-CCE: Documentos tipo de concurso de méritos para la interventoría de obra pública de infraestructura de transporte y de infraestructura social, en particular el documento base y la “Matriz 4 – Lineamientos de requisitos del personal”. Guía para el ejercicio de las funciones de supervisión e interventoría de los contratos del Estado.
· Conceptos de la ANCP-CCE: Subdirección de Gestión Contractual. Conceptos C-167 de 2022, C-972 de 2024, C-325 de 2025, C-1064 de 2025, C-012 de 2026, C-020 de 2026, C-047 de 2026, C-179 de 2026, C-253 de 2026, C-441 de 2026, C-551 de 2026, C-1020 de 2026, C-1153 de 2026, C-1214 de 2026, C-1262 de 2026 y C-1294 de 2026.



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre la interventoría como mecanismo de vigilancia que exige conocimientos especializados, sobre sus diferencias con la supervisión y sobre el alcance del seguimiento, en los Conceptos C-1294 de 2026, C-1262 de 2026 y C-972 de 2024; sobre la inexistencia de un listado único y obligatorio de profesionales, la determinación del personal mínimo en la planeación y la remisión al régimen del ejercicio profesional, en el Concepto C-1153 de 2026; sobre los requisitos habilitantes adecuados y proporcionales, en el Concepto C-012 de 2026; sobre la configuración de los perfiles del personal clave evaluable en la Matriz 4 y la potestad discrecional de la entidad, en los Conceptos C-020 de 2026 y C-253 de 2026; sobre el personal operacional y profesional y la ausencia de perfiles obligatorios invariables, en el Concepto C-1020 de 2026; sobre el personal clave evaluable y la regla de inalterabilidad de los documentos tipo, en los Conceptos C-179 de 2026, C-441 de 2026, C-551 de 2026 y C-325 de 2025; sobre la interventoría como actividad del ejercicio de la ingeniería y la exigencia de título y matrícula en los documentos tipo del sector de infraestructura de transporte, en los Conceptos C-167 de 2022 y C-047 de 2026; sobre las modalidades del ejercicio de la ingeniería y su concurrencia en la obra civil, en el Concepto C-1214 de 2026; y sobre la expedición diferenciada del registro profesional por el Consejo Profesional Nacional de Ingeniería, en el Concepto C-1064 de 2025. Los conceptos emitidos por la Agencia pueden consultarse en el siguiente enlace:

https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos

La sostenibilidad no es una opción, es una obligación. Por ello, la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– te invita a realizar el Curso de Contratación Pública Sostenible y Socialmente Responsable, una herramienta clave para fortalecer las capacidades de todos los compradores públicos, proveedores, servidores públicos v para generar mayor valor público. Accede al curso y aprende como implementar criterios sociales y ambientales en las diferentes etapas del proceso de contratación:
https://formacionvirtual.colombiacompra.gov.co/mod/page/view.php?id=3718

De otro lado, te contamos que esta Agencia ha da un paso decisivo en la estandarización y modernización del sector  social con la expedición de las Resoluciones 539, 540, 541, 952 y 953 de 2025, mediante las cuales adoptó Documentos Tipo para las modalidades de selección de licitación pública (versión 2), selección abreviada de menor cuantía, mínima cuantía, consultoría e interventoría, promoviendo procesos más transparentes, eficientes  competitivos y sostenibles en sectores estratégicos como educación, salud, cultura, recreación, deporte, institucional y vivienda. Consulta y descarga los documentos aquí: https://www.colombiacompra.gov.co/normativa-y-relatoria/documentos-tipo

Si quieres conocer más sobre la aplicación de Documentos Tipo puedes consultar la última versión de la Guía para la comprensión e implementación de los Documentos Tipo de obra pública de infraestructura de transporte. En esta actualización se incorporaron orientaciones prácticas dirigidas a entidades públicas, proveedores, organismos de control y demás interesados, con el propósito de facilitar la adecuada implementación de estos instrumentos en los procesos contractuales. Además se incluyeron lineamientos que orientan la implementación de los criterios ambientales y sociales incluidos en los documentos tipo: Consulta la guía aquí:
https://www.colombiacompra.gov.co/archivos/manual/guia-para-la-comprension-e-implementacion-de-los-documentos-tipo-de-obra-publica-de-infraestructura-de-transporte-bajo-las-diferentes-modalidades-de-contratacion-vigentes

Aprovechamos la oportunidad de manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 

· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía (Mesa de servicio): 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio):+57 601 7456788
· Correo de radicación de correspondencia: ventanilladeradicacion@colombiacompra.gov.co
· Formulario web para PQRSD: https://www.colombiacompra.gov.co/pqrsd/informacion-importante-antes-de-formular-una-pqrsd

Evalúa el servicio que ofrece la Agencia por el canal de atención de PQRSD en el siguiente enlace :https://forms.office.com/r/pPHyWVs2SZ .¡Ayúdanos a mejorar porque el compromiso es de todos!

Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce
         
Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones aquí utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1. del Decreto 1082 de 2015. 

Atentamente, 
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WILLIAM JAVIER MURCIA ACEVEDO
Subdirectora de Gestión Contractual (E)


	Elaboró:          
	Camilo José Martínez Martínez
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Revisó: 
	Adriana López 
Contratista de la Subdirección de Gestión Contractual

	Aprobó: 
	William Javier Murcia Acevedo 
Subdirectora de Gestión Contractual (e)
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